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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
22128 Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2023.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria 
y Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual 
de Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización de 
gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes en 
el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de que 
se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o cuestiones 
que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de gasto o 
los criterios de política económica general, que sean complemento necesario para la más 
fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del Estado y de 
la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma, preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos cuando 
una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2023 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

El año 2021 estuvo marcado por la recuperación económica tras la pandemia de 
la COVID-19. En 2022 este proceso de recuperación y crecimiento económico se está 
viendo afectado por la invasión de Ucrania por parte de Rusia, que ha alterado 
considerablemente el contexto geopolítico y económico. El conflicto bélico ha impactado 
de lleno en las perspectivas económicas de la Unión Europea en términos de menor 
crecimiento económico y mayor inflación e incertidumbre. En nuestro país, los primeros cv
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Subvenciones las subvenciones y demás ayudas públicas concedidas con indicación 
según cada caso, de la convocatoria, el programa y crédito presupuestario al que se 
imputen, beneficiario, cantidad concedida y objetivo o finalidad de la subvención con 
expresión de los distintos programas o proyectos subvencionados, así como las 
devoluciones o reintegros exigidos. Igualmente deberá informarse, cuando 
corresponda, sobre el compromiso asumido por los miembros contemplados en el 
apartado  2 y en el segundo párrafo del apartado  3 del artículo  11. No serán 
publicadas las subvenciones concedidas cuando la publicación de los datos del 
beneficiario en razón del objeto de la subvención pueda ser contraria al respeto y 
salvaguarda del honor, a la intimidad personal o familiar de las personas físicas en 
virtud de lo establecido en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil 
del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, y haya 
sido previsto en su normativa reguladora. El tratamiento de los datos de carácter 
personal se adecuará a lo establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 
de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

c)  La información que publiquen las entidades sin ánimo de lucro utilizando la 
BDNS como medio electrónico previsto en el segundo párrafo del artículo 5.4 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Los responsables de suministrar la información conforme al apartado 4 de este 
artículo deberán comunicar a la BDNS la información necesaria para dar 
cumplimiento a lo previsto en este apartado.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.
Tres.  Se da nueva redacción al apartado 1 de la disposición adicional decimosexta, 

que queda redactado como sigue:

«1.  Las fundaciones del sector público únicamente podrán conceder 
subvenciones cuando así se autorice a la correspondiente fundación de forma 
expresa mediante acuerdo del Ministerio de adscripción u órgano equivalente de la 
Administración a la que la fundación esté adscrita y sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 10.2.

La aprobación de las bases reguladoras, la autorización previa de la concesión, 
las funciones derivadas de la exigencia del reintegro y de la imposición de sanciones, 
así como las funciones de control y demás que comporten el ejercicio de potestades 
administrativas, serán ejercidas por la Administración Pública que financie en mayor 
proporción la subvención correspondiente; en caso de que no sea posible identificar 
tal Administración, las funciones serán ejercidas por la Administración que ejerza el 
Protectorado de la fundación.

En el sector público estatal, las funciones enunciadas en el párrafo anterior 
corresponderán al departamento ministerial del que dependa el órgano o entidad 
que financie en mayor proporción la subvención correspondiente y, si no es posible 
su identificación, al órgano o entidad que ejerza el Protectorado de la fundación.»

Disposición final décima cuarta.  Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta ley y con vigencia indefinida, se modifica 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, de la siguiente forma:

Uno.  Se modifica el artículo 73, que queda redactado como sigue:

«1.  La gestión del Presupuesto de gastos del Estado, de sus organismos 
autónomos y de las entidades integrantes del sector público estatal con presupuesto 
limitativo, así como, de las Entidades gestoras y Servicios comunes de la Seguridad 
Social se realizará a través de las siguientes fases:

a)  Aprobación del gasto. cv
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b)  Compromiso de gasto.
c)  Reconocimiento de la obligación.
d)  Ordenación del pago.
e)  Pago material.

2.  La aprobación es el acto mediante el cual se autoriza la realización de un 
gasto determinado por una cuantía cierta o aproximada, reservando a tal fin la 
totalidad o parte de un crédito presupuestario.

La aprobación inicia el procedimiento de ejecución del gasto, sin que implique 
relaciones con terceros ajenos a la Hacienda Pública estatal o a la Seguridad Social.

3.  El compromiso es el acto mediante el cual se acuerda, tras el cumplimiento 
de los trámites legalmente establecidos, la realización de gastos previamente 
aprobados, por un importe determinado o determinable.

El compromiso es un acto con relevancia jurídica para con terceros, vinculando 
a la Hacienda Pública estatal o a la Seguridad Social a la realización del gasto a que 
se refiera en la cuantía y condiciones establecidas.

4.  El reconocimiento de la obligación es el acto mediante el que se declara la 
existencia de un crédito exigible contra la Hacienda Pública estatal o contra la 
Seguridad Social, derivado de un gasto aprobado y comprometido y que comporta 
la propuesta de pago correspondiente.

El reconocimiento de obligaciones con cargo a la Hacienda Pública estatal se 
producirá previa acreditación documental ante el órgano competente de la 
realización de la prestación o el derecho del acreedor de conformidad con los 
acuerdos que en su día aprobaron y comprometieron el gasto.

5.  La persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a propuesta 
de la Intervención General de la Administración del Estado, con el fin de garantizar 
el avance en la  transformación digital del ciclo de ejecución y control del gasto 
público, determinará los documentos y requisitos que conforme a cada tipo de 
gastos correspondan a las diferentes fases del procedimiento de gasto descrito en 
los párrafos 2, 3 y 4.

6.  De acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 22 de esta ley, 
las obligaciones de la Administración General del Estado, de sus organismos 
autónomos y de la Seguridad Social se extinguen por el pago, la compensación, la 
prescripción o cualquier otro medio en los términos establecidos en esta ley y en las 
disposiciones especiales que resulten de aplicación.

7.  Cuando la naturaleza de la operación o gasto así lo determinen, se 
acumularán en un solo acto las fases de ejecución precisas.»

Dos.  Se añade una apartado g), nuevo, al artículo 151, con la siguiente redacción:

[…]

«g)  los gastos correspondientes a las actuaciones objeto del régimen 
excepcional de emergencia regulado en el artículo 120.1 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público. La no sujeción no comprende la 
fiscalización previa de la orden de pago a justificar, en el supuesto de que se libren 
fondos con este carácter para atender los gastos de emergencia.»[…]

El resto del artículo mantiene la misma redacción.
Tres.  Se modifica el artículo 152, que queda redactado como sigue:

«1.  El Consejo de Ministros, a propuesta de la Intervención General de la 
Administración del Estado podrá acordar, que la fiscalización e intervención previas 
a que se refiere el artículo 150, se limiten a comprobar los extremos siguientes:

a)  La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado 
y suficiente a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer.
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En los casos en los que se trate de contraer compromisos de gastos de carácter 
plurianual o, en su caso, de tramitación anticipada se comprobará, además, si se 
cumple lo preceptuado en el artículo 47 de esta ley.

b)  Que los gastos u obligaciones se proponen a órgano competente.
c)  La competencia del órgano de contratación, del concedente de la 

subvención, del que celebra el convenio o del que resuelve el expediente de 
responsabilidad patrimonial y, en general, del que dicte el acto administrativo, 
cuando dicho órgano no tenga atribuida la facultad para la aprobación de los gastos 
de que se trate.

d)  Que los expedientes de reconocimiento de obligaciones corresponden a 
gastos aprobados y fiscalizados favorablemente.

e)  La existencia de autorización del Consejo de Ministros en los supuestos 
que, conforme a su normativa específica, lo exijan.

f)  La existencia de autorización de la persona titular del departamento 
ministerial o de la Secretaría de Estado correspondiente en los supuestos que, 
conforme a la normativa lo requieran.

g)  Aquellos otros extremos que, por su trascendencia en el proceso de gestión, 
determine el Consejo de Ministros a propuesta de la persona titular del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, e iniciativa de la Intervención General de la 
Administración del Estado.

En la determinación de estos extremos se atenderá especialmente a aquellos 
requisitos contemplados en la normativa reguladora para asegurar la objetividad y 
transparencia en las actuaciones públicas.

2.  No obstante, será aplicable el régimen general de fiscalización previa 
respecto de gastos que deban ser aprobados por el Consejo de Ministros y el 
régimen general de fiscalización e intervención previa respecto de aquellos otros en 
los que el Consejo de Ministros no haya hecho uso de la facultad atribuida en el 
apartado 1 de este artículo.

3.  En los términos que se determinen por resolución de la persona titular de la 
Intervención General de la Administración del Estado, podrá acordarse que la 
comprobación de los extremos objeto de verificación, tanto en régimen general 
como en régimen de requisitos básicos, se realice mediante validaciones efectuadas 
de modo automático, a través de las aplicaciones informáticas que dan soporte a los 
sistemas de control.

A efectos de lo dispuesto en el artículo 147.2 de esta ley, y por lo que respecta 
al control de las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social, la 
resolución a que hace referencia el párrafo anterior será de aplicación en lo no 
previsto en las normas específicas que regulen el control en dichas entidades y con 
las adaptaciones necesarias a las condiciones y particularidades del sistema de 
Seguridad Social que se establezcan por resolución de la persona titular de la 
Intervención General de la Administración del Estado a propuesta de la Intervención 
General de la Seguridad Social.»

Cuatro.  Se modifica el artículo 168, que queda redactado como sigue:

«La Intervención General de la Administración del Estado realizará anualmente 
la auditoría de las cuentas anuales de:

a)  Los organismos autónomos, las agencias estatales, las entidades públicas 
empresariales, las autoridades administrativas independientes, los organismos y 
entidades estatales de derecho público a que se refiere el artículo 2.2.i) de la esta 
ley, las universidades públicas no transferidas y las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social y sus centros mancomunados.

cv
e:

 B
O

E-
A-

20
22

-2
21

28
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w.

bo
e.

es

manolos
Resaltado




